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			I
Está hecho


			Son cerca de las tres de la tarde del miércoles 23 de mayo de 2018. A Mariano Rajoy y al resto de comensales de aquel reservado situado a pocos metros de la Puerta de Alcalá, acaban de retirarles el primer plato para empezar a servirles el principal. El presidente del Gobierno no llega a tenerlo delante. Un escolta que esperaba fuera ha entrado a darle el aviso que llega del Palacio de la Moncloa: 


			—Presidente, tiene una llamada importante.


			El móvil no ha sonado porque en esa sala de paredes azules en la que Rajoy comparte mesa y mantel con la cúpula del Gobierno, del partido y del grupo parlamentario, no hay cobertura. Así que deja su servilleta sobre la pala de pescado aún intacta y sale al pasillo del restaurante a responder la llamada.


			Allí se encuentra al hombre fuerte del Partido Popular, que unos minutos antes había salido también a hablar, él con su mujer. Fernando Martínez-Maíllo observa al «jefe» de reojo y deduce por su cara de satisfacción que está recibiendo buenas noticias.


			Al otro lado del teléfono, uno de los hombres más poderosos del País Vasco: el gran jerarca del PNV, el carismático Andoni Ortuzar1. Un hombre tan ameno y generoso en la corta distancia como enigmático y cauto en su vida pública. Pero, sobre todo, una persona capaz de convencer a un amigo de que debe morir bajo su espada sin que la amistad se resienta. Esa virtud ayudará a Rajoy a encajar unos días después el golpe más violento que se puede recibir en política. Pero esta vez, sin embargo, el vasco, periodista de profesión, disfruta llevando el mejor mensaje a su amigo Mariano.


			—Apoyaremos los Presupuestos —le comunica sin rodeos.


			Al presidente del partido hegemónico en Euskadi le ha costado más de un disgusto defender ante los suyos la conveniencia de apoyar estas cuentas a cambio de una subida de las pensiones con la que calmar las protestas semanales en el centro de Bilbao y millonarias inversiones públicas para avanzar en la llamada agenda vasca. El PNV de despacho, el suyo, ha conseguido hace unos minutos atraerse en la votación al PNV de territorios en el que el lehendakari, Iñigo Urkullu, tiene más influencia. Por respeto a una regla no escrita de este partido centenario, el lehendakari asiste a las reuniones de la dirección, el Euskadi Buru Batzar, pero no toma la palabra. Así que, en esta ocasión, la peculiar organización de este partido de férreas tradiciones ha favorecido los intereses del Gobierno central. 


			Rajoy no se prodiga en agradecimientos, pero no oculta tampoco su regocijo y, tras colgar el teléfono al presidente del partido vasco, se limita a responder con contención y aplomo a la mirada expectante de su coordinador general y también amigo, Fernando, con dos palabras: 


			—Está hecho.


			Cuando vuelve a la silla, de madera y felpa azul oscuro, recoge su servilleta, y con una copa de Rioja en la mano comunica a sus más cercanos la noticia: 


			—Los Presupuestos se aprueban esta tarde. Tenemos dos años más.


			A su derecha, la secretaria general del PP, María Dolores de Cospedal. A su izquierda, para evitar incluso el roce físico entre ellas, la vicepresidenta del Gobierno, Soraya Sáenz de Santamaría. Que Rajoy esté presente en el mismo lugar en el que están ellas dos es la única garantía de que no habrá tensiones durante la comida. Ambas mujeres, dirigentes del partido y del Ejecutivo solo a las órdenes de su jefe, arrastran su enemistad desde hace ya más de una década.


			La hostilidad tiene su origen en el nombramiento de Cospedal como número dos del partido en el Congreso de 2008. Esa decisión del presidente marcó un punto de inflexión en la relación entre ambas mujeres, que empeoró primero en el ámbito político e, inevitablemente, pronto pasó al plano personal. 


			La animadversión ha ido a más desde entonces, hasta el punto de hacer sentir incómodos a los que comparten espacio con ellas. Quienes han tenido que respirar en esa atmósfera la describen como «espantosa». Una de las víctimas de esta animosidad asegura que se vio obligada a prescindir de su buena relación con Cospedal cuando su trabajo pasó a depender directamente de Sáenz de Santamaría: 


			—Si eras amiga de una no podías ser amiga de la otra, así que Cospedal dejó de hablarme sin más —explica.


			La ministra de Defensa ha llevado tan lejos su resentimiento que no acude a ninguna reunión del Consejo de Ministros que tenga que presidir Soraya Sáenz de Santamaría en ausencia de Mariano Rajoy.


			Ambas mujeres flanquean en esta ocasión a su presidente. No hay por tanto riesgo siquiera de que establezcan contacto visual. Las otras dos sillas alrededor de la mesa redonda las ocupan su jefe de gabinete, José Luis Ayllón, y el portavoz de los populares en el Congreso, Rafael Hernando. Cuando Martínez-Maíllo vuelve al comedor, todos celebran la proeza de haberse garantizado la legislatura con un sinfín de circunstancias en contra. 


			Imposible pensar en aquel momento que la de ese día sería la última noche de tranquilidad política para todos ellos; el último encuentro del núcleo duro de PP con algo que celebrar; la última vez que brindarían en ese restaurante al que volverán solo una semana después para llorar sus penas. La cuenta de esta última celebración en equipo corre a cargo del grupo parlamentario.


			Mientras, en el Congreso de los Diputados, el debate sobre las cuentas públicas continúa. En el Grupo Popular apenas nadie escucha a los interlocutores. Saben que, salvo aberración parlamentaria, nada impedirá que salgan de allí con gloria. 


			Pero en la sede de los adversarios, el PSOE, en el número 70 de la madrileña calle Ferraz, hay alguien que asiste al éxito del Gobierno con cierta sensación de provisionalidad porque sabe que está al caer la primera sentencia de la causa Gürtel —el mayor caso de corrupción en la historia de un partido político en España: el Partido Popular—. El creador de «el Pedro Sánchez evolucionado», el estratega político sin ideología conocida, el experto en golpes de efecto y marketing de la Comunicación, Iván Redondo, fantasea con un plan desde hace un año para que la corrupción se lleve por delante al Gobierno de Rajoy.


			Lo había desvelado en su blog The War Room tan claramente, que al cabo de los acontecimientos más de uno se daba golpes de pecho por no haberlo visto venir. Así lo había plasmado aquel «día de la victoria», como el propio Redondo había bautizado la jornada de coronación de Pedro Sánchez, tras el resultado de las Primarias en el PSOE: 


			Si enfocamos bien el ajedrez político que se avecina, deben saber que hay altas probabilidades de que Sánchez pueda ser presidente. Bien a través de una moción de censura, si se suceden más escándalos en el seno del PP y se conforma esa mayoría alternativa, o tras el resultado de unas elecciones anticipadas. (Sánchez puede ser presidente, 22/5/2017).


			Del análisis constante de todos los escenarios posibles el asesor principal de Sánchez se había quedado con estos dos y, entre ambos, recién aprobados los Presupuestos Generales del Estado, el de las elecciones anticipadas había quedado fuera del tablero bicolor.


			Llegar a la victoria en la política es para Redondo cuestión de saber mover piezas con algo de inteligencia y mucho factor sorpresa. Incluso habiendo perdido la reina, un movimiento desconcertante del caballo puede acabar en jaque mate, con el rey bien defendido por los alfiles y un par de peones cruciales. Y así ocurrirá, cuando nadie al otro lado del tablero se haya percatado de la posición estratégica de una figura que los dejará fuera de juego.


			En el Partido Popular han aprendido a vivir con indiferencia en el Pandemonio. A estas alturas, Mariano Rajoy lleva nueve años gestionando con acierto el caso Gürtel: un escándalo que ha empañado toda la actividad pública de su partido. A pesar de cientos de titulares corrosivos durante los mismos nueve años de la peor crisis económica del país, no solo ha ganado reiteradamente elecciones, sino que ha conseguido ir esquivando casi cada golpe con su estrategia de mover la diana y dejar pasar el dardo.


			Lo había hecho también el día anterior. El presidente volvía en tren de un encuentro con rectores en Salamanca. Le habían contado, a primera hora de la mañana, que otro excompañero suyo en el Gobierno de José María Aznar, Eduardo Zaplana, había sido detenido por corrupción. Uno más de una larga lista de sospechosos y procesados en su partido por distintas implicaciones en casos parecidos de aquella época y de la presente. Durante el viaje de regreso a Madrid, una de sus asistentes le enseñaba en su teléfono móvil las imágenes de la humillación sin que Rajoy expresara nada: de su rostro no se podía extraer disgusto ni agrado, tristeza ni alegría. Simplemente, pasó a otra cosa: el asunto del máster de su vicesecretario Pablo Casado, puesto en cuestión por el diario El País, uno de los más influyentes medios de comunicación. Otra piedra en el zapato que a Rajoy le preocupaba más por el daño personal a su subordinado que por la verdadera trascendencia de la información. 


			—¡Pobre chaval! —comenta en la intimidad de ese vagón, con un paternalismo del que el joven Casado renegará para ser heredero del imperio por sorpresa solo dos meses después. 


			Ese miércoles Mariano Rajoy ya ha archivado en la carpeta del pasado las malas noticias del día anterior. Nada puede empañar su éxito. A última hora de la tarde el presidente sale triunfal al patio del Congreso tras haber conseguido sacar adelante sus presupuestos y posa ante las cámaras con el pulgar hacia arriba y una sonrisa complaciente. El jefe del Ejecutivo es la viva imagen del alivio. El resultado sirve a los más cercanos para revalidar su confianza en su manejo de los tiempos: una habilidad crucial en este caso. 


			Rajoy sabía que la sentencia del caso Gürtel no iba a tardar en salir y preveía que no sería buena. Paralelamente, la Mesa del Congreso había cerrado el calendario presupuestario —cuya tramitación tiene los tiempos tasados— con la aprobación del dictamen el viernes 18 de mayo y la votación en Pleno el día 23. Había que llamar a la suerte para que las cuentas salieran del Congreso antes que la sentencia de la Audiencia Nacional.


			Unas semanas antes, el propio Rajoy había dado al PNV una fecha límite para dar el «sí» a las cuentas, con un argumento que los vascos no podían refutar y que había sonado así en su propia voz:


			—Oye, tenemos que tener los Presupuestos aprobados antes del día 18 de mayo porque Europa nos está apretando. No podemos retrasarlo más.


			Curiosamente, esa fecha límite es el último día hábil antes del lunes 21 de mayo: el día que la Audiencia Nacional había previsto la notificación de la sentencia del caso Gürtel, tras haber ampliado el plazo original a la espera del voto particular de uno de los magistrados. 


			El PNV no había asociado la coyuntura. La razón que les había dado el presidente, vestida de causa de fuerza mayor, había conseguido acuciar al partido, interesado en esas cuentas pactadas con importantes inversiones en Euskadi y la decisiva subida de las pensiones. 


			Los vascos habían dado por buena la urgencia sin hacerse más preguntas, así que se dispusieron a hacer los deberes para resolver el último escollo antes de votar: su compromiso público con el independentismo catalán de no apoyar la ley más importante del Gobierno mientras este mantuviera el control sobre la Autonomía catalana, por mor del artículo 155 de la Constitución.


			Pero mientras el PNV arriesgaba sus intereses por simpatía con la causa catalana, el president Joaquim Torra estaba librando su particular guerra contra el Ejecutivo y no terminaba de nombrar un Govern con el que desactivar el sometimiento. Solo esos nombramientos, encallados en el debate legal y moral sobre la capacidad de los consellers presos para ejercer el cargo, podían liberar a los jeltzales de la promesa que les tenía con las manos atadas y que llegaron a plantearse incumplir: 


			—Los catalanes no habían movido las fichas que tenían que mover y no tenía sentido que sacrificáramos la oportunidad para Euskadi de tener presupuestos, por algo que ellos no habían querido hacer a tiempo —explican fuentes de la dirección del partido vasco. 


			Finalmente, Torra había respondido a la exigencia de sus aliados vascos con el compromiso de que los nombramientos del Govern se producirían «en los próximos días». Y con la palabra del president de la Generalitat, el PNV se había sentido legitimado para dar el paso y resolver el debate parlamentario, dando luz verde a las cuentas públicas del Estado sin faltar a su promesa.


			Con aquella imagen de Rajoy posando ante los fotógrafos tras la votación definitiva, en la dirección del PNV dan la jornada por terminada. Están satisfechos con el resultado y la honestidad con la que —estaban seguros— todas las partes habían actuado. La decepción no iba a tardar en llegar.


			Esa noche todos los partidos duermen en la ignorancia. Ninguno se está preparando para la tormenta perfecta que se avecina y que acabará descargando toda su furia sobre la política nacional.


			


			

				

					1	En este libro se respeta la grafía propia de las lenguas cooficiales, con sus tildes o ausencia de ellas.


				


			


		




		

			II
El Gobierno nos ha manipulado


			Es jueves 24 de mayo. La vicepresidenta del Gobierno es una de las primeras personas del país en tener algo de información sobre la bomba que está a punto de estallar, aunque no la suficiente para atinar con el momento ni con el alcance de la explosión. El magistrado Ángel Hurtado acaba de entregar los cien folios de su voto particular en la Audiencia Nacional, que lleva desde el viernes 18 esperando ese texto para incorporarlo a la sentencia y hacerla pública.


			Soraya Sáenz de Santamaría llama al portavoz del PNV en el Congreso, Aitor Esteban:


			—Aitor, oye, no os asustéis, pero va a salir la sentencia de Gürtel mañana. No va a ser buena, pero esperamos poder capearla —informa por teléfono la número dos del Ejecutivo al portavoz del Grupo Vasco.


			Nada más colgar, Esteban llama a su jefe para darle este aviso que le ha dejado con mal cuerpo. Ambos comprobarán en apenas dos horas, que la publicación de la sentencia era mucho más inminente de lo que el Gobierno creía.


			Andoni Ortuzar está en ese momento escuchando la entrevista de Carlos Herrera a Mariano Rajoy en la Cadena COPE. El jefe del Gobierno, aún eufórico por la aprobación de los Presupuestos, responde con tanto triunfalismo como candidez: 


			—Buenos días, Carlos. Creo que hoy es un buen día para el Gobierno, para el Partido Popular y para España.


			El locutor trata de averiguar qué tiene Rajoy en la cabeza respecto a la inminente sentencia del caso Gürtel, pero descubre que el presidente no tiene intención de hacer ni decir nada que no haya dicho antes: 


			—Son casos de hace muchos años. El Partido Popular es mucho más que diez o quince casos aislados.


			Es más, preguntado por una posible renovación de su candidatura a medio plazo, no parece haber incorporado a su perspectiva vital la salida de la política: 


			—Estoy animado y con ganas.


			Terminada la entrevista, el presidente del PNV traslada a varios miembros de su Ejecutiva la información que le acaba de dar su portavoz en Madrid y a todos les revuelve de la misma manera: la coincidencia en el tiempo de la votación presupuestaria y la publicación de la sentencia suena tan mal a sus oídos que lo primero que piensan es: «el Gobierno nos ha manipulado».


			A la misma hora, poco antes de que se haga público el fallo, Pedro Sánchez está siendo entrevistado en la Cadena Ser. La conductora del programa, Pepa Bueno, le pone ante un espejo en el que él no se reconoce: 


			—El PSOE ha perdido protagonismo y presencia en la vida pública. Usted está casi desaparecido. (…) el partido ha caído casi en la irrelevancia en la escena política.


			Sánchez no se arruga. Parece tener preparada la reacción a tal arremetida y expone un itinerario de diseño para contrapesar esa reputación:


			—El PSOE tiene una estrategia en línea recta, que empieza por hacer una oposición de Estado mientras construimos una alternativa de gobierno. 


			La entrevista no hace sino corroborar el perfil premeditadamente bajo que mantiene el socialista desde que hace justo un año ha sido proclamado secretario general del partido. No da titulares, no revela nada importante, pero sí deja grabadas sus últimas palabras —antes de convertirse en presidente del Gobierno— sobre el recién investido president de la Generalitat, con quien querrá intentar entenderse más adelante. Más de media docena de veces acusa a Joaquim Torra de «racista» y «supremacista» en esa última entrevista como líder de la oposición.


			Sánchez no ha salido aún de la emisora cuando recibe la noticia: ha salido la sentencia y es nefasta para el Partido Popular. 


			En ese instante, le atraviesa el pensamiento la idea de una moción de censura, pero tiene muchas dudas. No está mentalizado para semejante embestida de momento. No quiere cometer más errores. Lleva un año tratando de hacer las cosas bien, con discreción, con estrategia. El primer paso es llamar a su portavoz en el Congreso, la magistrada Margarita Robles, para pedirle que vaya inmediatamente a Ferraz, donde debe explicarles a él y a su núcleo duro en el partido los pormenores del escrito. Después llama a Iván Redondo. No tiene que decirle mucho. Están en completa sintonía.


			El asesor principal del dirigente socialista huele la ocasión y está decidido a pasar al ataque en cuanto los detalles de la sentencia confirmen que hay argumentos morales y políticos suficientes. Su intención solo la conocen «los mismos cuatro gatos» que han apoyado a Pedro Sánchez en sus decisiones más controvertidas, como recuerda uno de los que forman parte de ese restringido círculo: además de ellos dos, la vicesecretaria general, Adriana Lastra, el secretario de Organización, José Luis Ábalos, su jefe de gabinete, Juanma Serrano, y su responsable de prensa, Maricha Ruiz Mateos.


			Aunque llevan un año en posición de alerta desde el cuartel general preparando a las tropas por si hay que salir al campo de batalla, la sentencia les pilla replegados.


			Ni siquiera Pablo Iglesias, líder de Unidos Podemos, intuye nada, a pesar de haber insistido una y mil veces a Pedro Sánchez: 


			—Los números dan, es ahora o nunca, Pedro, preséntala, tienes nuestro apoyo sin condiciones. 


			Hace varios meses que Iglesias ha tirado la toalla, tal y como había expresado a otro importante portavoz de un «partido amigo»: 


			—He abandonado. No puedo insistir más. Pedro no la va a presentar —le había dicho con ese tono que suena en la voz de los ganadores ante la frustración de la derrota. El secretario general del «partido de los indignados» solo veía la cara pública de la estrategia sanchista. El apoyo del PSOE a la aplicación del artículo 155 de la Constitución en Cataluña había situado las relaciones con el Partido Popular en otro escenario y los socialistas proponían incluso pactos de Estado, mientras preparaban un proyecto de país para dar la batalla al final de la legislatura. 


			Iglesias se había rendido sabiendo que otros compartían con él su anhelo. El portavoz de los republicanos, Joan Tardá, ya había ofrecido al PSOE su apoyo sin condiciones meses antes, el domingo 21 de enero, en el programa El Objetivo, de La Sexta. Tras adelantarle el anuncio al número dos de Podemos, Pablo Echenique, durante un corte publicitario, Tardá había interpelado al socialista Óscar Puente:


			—Si lo hacéis, contad con nosotros.


			Tan descolocado se había quedado el entonces portavoz de Pedro Sánchez, que únicamente acertó a preguntar: «¿A cambio de qué?». La respuesta que recibió del republicano fue igual de contundente que la oferta: «A cambio de echar al Partido Popular solamente». 


			Tampoco sabe qué trama Sánchez Marta Pascal, la responsable del Partido Demócrata Europeo Catalán (PdeCat), marca heredera de la formación primigenia del president prófugo Carles Puigdemont, de su relevo Joaquim Torra y del independentismo imperante. Como coordinadora general del partido, ella y sus diputados en Madrid se habían implicado mucho en conversaciones con el Gobierno «para evitar males mayores» el año anterior, y hasta había habido «cierto entendimiento». Pero la inacción de Rajoy —perciben— ha frustrado siempre cualquier posibilidad de avance. Están convencidos de que con el PP ya se ha explorado todo, que han llegado a punto muerto.


			Así que Pascal había buscado por todos los medios el momento de encontrarse con Pedro Sánchez para sugerirle que diera un paso adelante.


			La ocasión la había encontrado el 20 de agosto de 2017, en Barcelona, durante la manifestación contra el terrorismo tras los ataques yihadistas que habían matado a 16 personas tres días antes. Allí mismo, mientras hacían el recorrido de protesta una junto al otro, Pascal, que ya intuía que Puigdemont y sus secuaces estaban dispuestos a llegar hasta el final y generar todo tipo de tensiones, lanzó la idea: 


			—Oye, a lo mejor un cambio de Gobierno en España ayudaría a que la situación no fuera tan grave.


			Pero Sánchez la desengañó: 


			—Ya he ganado las primarias y las condiciones políticas no dan para eso.


			En apenas una frase, el dirigente socialista había sumado a la lista de resignados a otro partido imprescindible para su gloria. 


			Pascal lo volvería a intentar, de nuevo sin éxito, dos meses después, tras la crisis desatada por la gestión de la consulta ilegal del 1 de octubre. Pero en ese contexto, el PSOE no estaba dispuesto a dejarse querer por partidos independentistas.


			Convocados ya Margarita Robles e Iván Redondo, el siguiente en la ronda de llamadas para celebrar esa reunión de urgencia con los más cercanos es José Luis Ábalos, al que le suena el teléfono por tercera vez en menos de dos horas. 


			El valenciano tiene un viaje planificado para esa misma mañana y, temiendo no llegar a tiempo al aeropuerto, ya había dejado sonar su móvil hasta que el aparato se había rendido. Poco después, cuando se encontraba ya en Madrid-Barajas-Adolfo Suárez con un billete a Copenhague, había recibido una segunda llamada de Pedro Sánchez que, esta vez, sí había cogido:


			—Vamos a tener en breve la sentencia y te teníamos que alertar. Sabemos que es dura. Tenemos que ver qué hacemos y no conviene que te vayas. 


			Pero Ábalos está empeñado en ese viaje y consigue zafarse de cualquier obligación a cambio de estar localizable. 


			La tercera vez que suena su teléfono sabe que debe descolgar. Es su amigo Iván, que intenta convencerle para que no coja el vuelo porque ya tienen la sentencia en su poder y es, como esperaban, demoledora para el contrincante. Ábalos, sin embargo, vuelve a encontrar el modo de evitar tener que cambiar de planes. Le dice que ya está dentro del avión, aunque no es verdad, porque el secretario de Organización del PSOE quiere, por encima de todo, ir a ese congreso en la capital danesa junto a su compañero Paco Salazar y, como si no hubiera otra solución, da a Redondo poderes casi notariales para hablar en su nombre.


			Pasadas las once de la mañana, comienza la reunión. Margarita Robles da la clave que, a su juicio, no puede ser rebatida por el PP con el manido argumento de que la dirección actual del partido no tiene nada que ver con unos hechos que ocurrieron hace más de diez años. Esta vez, en su opinión, tampoco va a poder el equipo de Mariano Rajoy desviar el tiro hacia la trama de empresarios aprovechados y abusones de su ingenuidad, ni tampoco va a conseguir esquivar el golpe enumerando las medidas contra la corrupción aprobadas por su Gobierno. Porque esta sentencia dispara más cerca y más alto: un tiro certero al presidente. 


			—No tiene credibilidad y en esto los tres magistrados coinciden. No hay discrepancia en el voto particular —señala Robles. 


			Así es como la mujer que lo dejó todo por acompañar a Pedro Sánchez en su afán imposible por llegar a la Moncloa da al partido el motivo perfecto para declarar la guerra al Gobierno y, con él, la munición para salir a ganarla. 


			La declaración de Mariano Rajoy como testigo en la Audiencia Nacional hacía un año, negando todo conocimiento de irregularidades financieras en el PP, no había convencido a ninguno de los jueces que le escuchó. Una poderosa baza para el PSOE, que puede defender, a partir de ese momento, que el presidente del Gobierno no dijo la verdad en el primer juicio de la macrocausa contra la corrupción en su partido. El fallo, además, condena al que había sido su tesorero y amigo Luis Bárcenas, nada menos que a treinta y tres años de prisión.


			El momento para el descrédito es vital para la estrategia socialista de ponderar las afirmaciones de la sentencia. No hace ni una semana que la Justicia belga ha rechazado la entrega a España de tres exconsellers catalanes, alegando un defecto de forma en la Euroorden: otro varapalo para el juez Pablo Llarena, instructor de la causa contra el desafío independentista en el Tribunal Supremo; otro estacazo al órgano jurisdiccional más importante del país; otro aparente éxito internacional para los defensores del llamado procés, que a Robles no se le escapa:


			—Mariano Rajoy está pidiendo credibilidad en el extranjero para la Justicia española y él mismo no la tiene para un tribunal nacional.


			Tras observar todas las circunstancias, en Ferraz se toma la primera decisión: esperar a la reacción del Partido Popular antes de hacer o decir nada públicamente.


			En el PP, sin embargo, lejos de prepararse para una catarsis, abren el cajón de los guiones usados. Ni siquiera intuyen la que se avecina. Nadie reacciona. Los posibles objetivos de los micrófonos en el Congreso de los Diputados, único escenario con representantes populares en ese momento, esperan a recibir el argumentario oficial. 


			Y mientras ambos partidos se sumergen en esa Bahía de Cochinos de la comunicación, los medios siguen desentrañando los 1.687 folios de la sentencia y en apenas una hora se percatan de que lo relevante no está en el fallo, sino en los hechos probados. Los magistrados no solo ponen en duda la credibilidad del presidente, sino que todos ellos consideran demostrado que el partido funcionó con una contabilidad paralela. Por primera vez, una sentencia judicial reconoce la existencia de una «caja B» en el Partido Popular. En cuanto al fallo, el PP es condenado a pagar una indemnización por haberse beneficiado de la corrupción, aunque sus dirigentes no fueran necesariamente conscientes.


			Uno de los jueces, sin embargo, no está de acuerdo con exigir esta responsabilidad civil al partido a nivel nacional, porque entiende que no es culpable de lo que se ha juzgado: la utilización de dinero negro para financiar campañas electorales en dos municipios madrileños. El voto particular de Ángel Hurtado servirá al PP para argumentar su recurso al Tribunal Supremo y tratar de desacreditar a la mayoría del tribunal de la Audiencia Nacional «por prevaricar» —argumentan— y «porque no se juzgaba la financiación del partido», según sus dirigentes.


			La rabia de algunos de los responsables de la formación condenada es intensa. Llevan casi una década estrellando su teoría de «la trama contra el PP y no del PP» contra lo que es para ellos un muro mediático y judicial. Llegaron a creer que se había conseguido sujetar el ciclón poco más de un año después de saltar a la luz el escándalo, en 2010, cuando la Audiencia Nacional suspendió al juez instructor, Baltasar Garzón, por prevaricación en otra causa. En 2012, además, el Tribunal Supremo había dado la puntilla al magistrado con un rotundo éxito de los cabecillas de la trama Gürtel, al condenarlo por interceptar comunicaciones en la cárcel entre estos presos preventivos y sus abogados. Once años de inhabilitación que supusieron, dicho de otro modo, el fin de la carrera judicial de un hombre que representaba para muchos la legitimidad de la Justicia Universal. Ordenó, entre otras cosas, el arresto del dictador chileno Augusto Pinochet, investigar los crímenes del franquismo o atreverse a emitir orden de prisión contra Osama Bin Laden tras los atentados del 11-S. Garzón, que llegó a ser conocido como el «superjuez» y calificado con sarcasmo por sus enemigos como «juez estrella», contaba en su currículo con la desarticulación de los GAL (los grupos parapoliciales creados durante el gobierno de Felipe González para hacer la guerra sucia al terrorismo) e importantes éxitos en la lucha contra ETA y el crimen organizado. 


			El 24 de mayo de 2018, ya reconvertido en abogado, el juez reaparece en los medios de comunicación apenas hora y media después de hacerse pública la primera sentencia del caso Gürtel, preparado para analizar todos los aspectos del escrito judicial. Antes, se reivindica: 


			—Esta causa la inicié yo (…) sabiendo que con mis decisiones se abría una caja de Pandora. —Por teléfono, en el programa Al Rojo Vivo, de Antonio García Ferreras, Garzón ya analiza los detalles más jugosos de la sentencia y lee textualmente los párrafos en los que el tribunal se refiere a la relación entre las empresas de la trama y el PP como «un auténtico y eficaz sistema de corrupción institucional».


			No son ni las doce del mediodía y la presión mediática a todos los partidos para que interpreten la nueva situación es ya muy intensa. El primero en marcar posición es Pablo Iglesias a través de las redes sociales: «Ninguna democracia puede soportar a un partido delincuente». La reacción no tiene apenas repercusión y solo treinta minutos después, el líder de Podemos vuelve a la carga, de nuevo a través de Twitter, pero esta vez dispuesto a ser el primero en despertar a la bestia: «La sentencia de hoy debería tener como respuesta una moción de censura de la oposición». No sabe que, en ese momento, Pedro Sánchez ya le ha encargado a Margarita Robles que la redacte, ni que la portavoz parlamentaria ha abandonado la reunión de Ferraz para ejecutar la orden desde su despacho en el Congreso, en completo secretismo.


			Un minuto después del tweet de Iglesias, que tiene un impacto inmediato en todos los grandes medios de comunicación del país, Albert Rivera, el presidente de Ciudadanos, abandona su escaño y sale a los micrófonos para sumarse al anuncio: 


			—La noticia de hoy lo cambia todo. La sentencia es un antes y un después en la legislatura. La oposición debería presentar una moción. Apoyaríamos al PSOE si la presenta. 


			El anuncio solo persigue atraer el foco. En realidad, su formación, que atraviesa su mejor momento en intención de voto según todas las encuestas, desea la celebración de elecciones lo antes posible. De hecho, Ciudadanos ya había dado la legislatura por acabada el día anterior, nada más salir adelante los Presupuestos Generales del Estado con el imprescindible voto a favor de sus 32 diputados. La señal institucional del Congreso de los Diputados había emitido en directo la imagen de Rivera desdeñando un saludo, un gesto o un estrechón de manos del ministro de Hacienda mientras la bancada popular aplaudía eufórica su éxito. 


			—Si la sentencia hubiera sido previa a los presupuestos, no los habríamos apoyado —asegura un dirigente de la formación naranja, que también veía a su partido «abrazado a un enfermo grave que había que soltar lo antes posible».


			Pero ni la provocación de Pablo Iglesias ni el impulso de Albert Rivera espolean a un PSOE que sigue instalado en un mutismo inquietante. Tan callados están Ferraz como Génova, que se ha limitado a enviar a los medios un comunicado de prensa de seis párrafos anunciando que recurrirá la sentencia y ponderando que el partido «desconocía los hechos». Ambos, PP y PSOE, mantienen el pulso, aunque detrás del silencio socialista hay una estrategia: «comunicar como Hitchcock: provocar nerviosismo sin enseñar el crimen», en palabras de uno de los planificadores. Con esta táctica consiguen el estrés informativo que buscan, con la seguridad de que forzarán una aparición de Rajoy para decir algo. 


			No obstante, se equivocan. La voz del PP la pone finalmente el número tres del partido, acostumbrado a apagar fuegos, a poner la cara y a aprovechar su buena relación con la prensa para rebajar la tensión. Fernando Martínez-Maíllo sale a las 13:15 horas de la tarde a los pasillos del Congreso subestimando completamente los efectos que tendrá la sentencia a partir de ese momento, hasta llegar a desafiar a la oposición con cierta jactancia: 


			—Ya se presentó una moción y fracasó, ¡pues que presenten otra! —Maíllo ya maneja el argumentario: 


			—El PP no ha sido condenado penalmente —insiste. 


			Tanto en el partido como en el Gobierno siguen enfocando la sentencia como otro mal trago que pasará en un par de días. Están a otras cosas. Tanto es así, que el jefe de gabinete de Rajoy y su secretaria de Estado de Comunicación comen juntos ese día para empezar a trazar las líneas del Debate sobre el Estado de la Nación, que planean celebrar en el plazo de un mes.


			Al mismo tiempo, en la sede del Partido Socialista, Pedro Sánchez agota la batería de su móvil en conversaciones con casi todos los barones territoriales y miembros de su Ejecutiva. Todos entienden que la situación es grave, pero son muy pocos los que animan a Sánchez a lanzarse a una moción de censura. Tienen miedo al fracaso, pero sobre todo tienen miedo a que sus detractores en el partido lo aprovechen para intentar arrastrar a su secretario general otra vez a la salida.


			Pero en realidad Sánchez no está pidiendo opinión. Esa misma mañana tiene claro que lo hará, que irá hasta el final, y lo hace, no tanto convencido como animado por la idea de que no puede perder, ni siquiera si no gana. 


			—Lo llamábamos «ganar perdiendo» —explica el estratega Iván Redondo—, los jaqueábamos a todos y, simplemente, tenían que ir cayendo, pieza por pieza.


			Ábalos, que sigue en otro registro, recibe a través del propio Sánchez, nada más aterrizar en Copenhague, la noticia de que la decisión está tomada. 


			—Registraremos la moción de censura mañana —le anuncia Sánchez.


			—Produce vértigo, pero no nos queda otra —responde Ábalos sin haber siquiera calculado las posibilidades de éxito de tan radical iniciativa. 


			Un minuto después, vuelve a iluminarse intermitentemente la pantalla de su móvil. En ella puede leerse «Maíllo». A oídos del socialista, el coordinador general del PP suena «angustiado» por los rumores de moción. Ábalos no puede desvelar aún las intenciones de su partido, pero tampoco quiere mentir del todo. Así que opta por decirle una verdad a medias:


			—No está decidido, aunque le estamos dando vueltas.


			—¡Joder, ahora que empezábamos a entendernos! —responde Maíllo sin esconder su frustración, dando el rumor por confirmado.


			Después, Ábalos paga las consecuencias de sus evasivas en Madrid, teniendo que coger un vuelo de vuelta sin haber salido siquiera del aeropuerto de Copenhague. Durante el trayecto, el número tres del Partido Socialista interioriza la finalidad de este recurso extraordinario, pensando para sí: «la clave es que nos da igual perderla, la cuestión es dar respuesta a una sentencia tan grave y no defraudar: con presentarla ya ganamos políticamente». Nada más aterrizar toma un taxi que le lleva directamente a Ferraz, adonde llega convencido ya de presentar la moción de censura, tras haber pasado varias horas en cavilaciones. 


			—Habíamos conseguido cierta relación con Rajoy que no existía antes, había entendimiento con el tema de Cataluña y hablábamos de pactos nacionales en materia de Agua y Ciencia, por ejemplo. El PP nos concitaba a encuentros frente a otros partidos y nosotros también queríamos dar esa sensación de partido de Estado. Al final somos seres humanos y este paso suponía cambiar toda esta actitud también a nivel personal: de contemporizar a derribar a alguien.


			Pero ni Ábalos ni ningún otro dirigente socialista ve otra salida. La magnitud de la sentencia, que califica la relación del Partido Popular con la trama como «un sistema de corrupción institucional», exige una respuesta equivalente por «responsabilidad política» de cara a los ciudadanos y, además, confortará a su militancia ante la previsible presión de Podemos. 


			Ya en la sede central del partido, a las seis de la tarde, él, Iván Redondo, la vicesecretaria general del PSOE, Adriana Lastra, y el propio Pedro Sánchez reciben el texto de la moción elaborado por Robles y no tardan en darle el visto bueno tras un par de correcciones. Un poco después, el secretario general del Partido Socialista sale por fin de su despacho en dirección a su casa, donde dormirá esa noche sabiendo que al día siguiente su iniciativa condicionará las deliberaciones del Consejo de Ministros, y esperando haber conseguido mantener sus intenciones en secreto.


			No es así. En Moncloa ya saben lo que planea Sánchez. Un parlamentario socialista ha llamado a Rafael Hernando para contárselo después de que el grupo le haya comunicado que utilizará su firma para registrar una moción de censura al presidente del Gobierno mañana mismo. 


			No es la única vía por la que llega una información que hace saltar todas las alarmas en la sede de la Presidencia. Muchos líderes socialistas regionales y responsables del partido en otros ámbitos han sido tanteados en algunos casos e informados en otros. Demasiados canales abiertos como para mantener el secreto.


			Poco después, cuando el jefe de gabinete de Mariano Rajoy, José Luis Ayllón, aterriza en Barcelona, donde debía visitar a algunos empresarios, tiene ocho llamadas perdidas del presidente y otras tantas de la vicepresidenta. No le da tiempo a pensar en nada, pero sí ha esperado durante todo el día una reacción potente del PSOE a la sentencia, que aún no ha llegado. Confiesa, no obstante, que el equipo de Moncloa nunca sospechó de una moción de censura porque, en definitiva, a su modo de entender las cosas, «el tribunal solo había reflejado en su escrito unos hechos que ya se conocían». 


			—Así que no —enfatiza— no esperábamos que provocara el cataclismo que provocó. 


			Tras despejar sus dudas en una llamada, Ayllón vuelve sobre sus pasos y, sin haber salido del aeropuerto de El Prat, toma el puente aéreo de vuelta a Madrid. Sobre las ocho de la tarde, cuando llega a su despacho en Moncloa, apenas queda ya nadie. El jefe de gabinete de Rajoy se pone a mirar papeles y a estudiar posibilidades, aunque no ve ninguna buena. 


			A la mañana siguiente, muy temprano, el presidente y él llegan a plantearse la convocatoria de elecciones antes de que se registre la moción, pero se descarta casi al instante. Según explica el propio Ayllón: «Las elecciones son un factor de inestabilidad en estos tiempos en los que quien gana no gobierna necesariamente, falta lealtad entre partidos, y lo que estaba claro es que, si convocábamos elecciones, íbamos a volver a estar sin Gobierno hasta vaya usted a saber cuándo en 2019».


			Él mismo había constatado pocos días antes, a través de un empresario de confianza, que no era el momento de celebrar unos comicios. Ambos habían mantenido una conversación en la que el responsable de una automovilística le confesó haber pensado en España para su próxima planta. Un planteamiento que había quedado descartado por dos motivos: la inestabilidad en Cataluña y la endeble situación económica, cuya aparente mejora estaba únicamente sujeta por «unos palillitos».


			Descartada la opción de neutralizar la moción de censura con una convocatoria electoral in extremis, en el Gobierno hacen cuentas. 


			—Nosotros tenemos 176 diputados para gobernar, pero el PSOE puede tener 176 diputados para echar a Rajoy.


			En ese momento, solo algunos ven posible que triunfe, aunque no lo confiesan en voz alta. 


			Una hora antes de que comience el Consejo de Ministros, Sáenz de Santamaría suspende sin previo aviso la reunión habitual con su equipo porque está reunida con el presidente. Cuando sale, Rajoy ya ha decidido celebrar el debate cuanto antes y pone sobre aviso a la presidenta Ana Pastor, incluso antes de entrar a la sala de Juntas donde le esperan los miembros de su gabinete. Incluso antes de que se haya registrado la moción. 
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